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Época: Décima Época  
Registro: 2021717  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de febrero de 2020 10:30 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: V.3o.C.T.19 C (10a.)  
 
USURA. A FIN DE GARANTIZAR Y PROTEGER LOS DERECHOS HUMANOS, PROCEDE SUPLIR 
LA QUEJA DEFICIENTE EN LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, CUANDO SE ADVIERTA QUE, 
PESE A LA REDUCCIÓN EFECTUADA POR LA RESPONSABLE, LOS INTERESES AÚN SON 
USURARIOS. 
 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 154/2015 
(10a.), sostuvo que la institución de la suplencia de la queja deficiente en el juicio de amparo debe 
analizarse acorde con el marco de los derechos humanos. Por otra parte, la Primera Sala del Máximo 
Tribunal del País, en la tesis aislada 1a. CXCIII/2015 (10a.), estableció que la usura constituye una 
explotación del hombre por el hombre, la cual se encuentra proscrita por el artículo 21, numeral 3, de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos; y en la contradicción de tesis 386/2014, la 
mencionada Primera Sala determinó que cuando el Juez del conocimiento no se pronuncie respecto 
de la posible configuración de usura tratándose del cobro de intereses derivado por impago de un título 
de crédito, en términos de las jurisprudencias 1a./J. 46/2014 (10a.) y 1a./J. 47/2014 (10a.), de títulos y 
subtítulos: "PAGARÉ. EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY GENERAL DE 
TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO, PERMITE A LAS PARTES LA LIBRE CONVENCIÓN DE 
INTERESES CON LA LIMITANTE DE QUE LOS MISMOS NO SEAN USURARIOS. 
INTERPRETACIÓN CONFORME CON LA CONSTITUCIÓN [ABANDONO DE LA JURISPRUDENCIA 
1a./J. 132/2012 (10a.) Y DE LA TESIS AISLADA 1a. CCLXIV/2012 (10a.)]." y "PAGARÉ. SI EL 
JUZGADOR ADVIERTE QUE LA TASA DE INTERESES PACTADA CON BASE EN EL ARTÍCULO 
174, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO ES 
NOTORIAMENTE USURARIA PUEDE, DE OFICIO, REDUCIRLA PRUDENCIALMENTE.", si el 
Tribunal Colegiado de Circuito al que corresponda conocer del juicio de amparo directo advierte 
indicios de usura, entonces, deberá conceder la protección constitucional para que la autoridad 
responsable examine lo conducente atendiendo a las citadas jurisprudencias. En ese orden de ideas, 
de la interpretación sistemática de los artículos 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 2 y 21, numeral 3, de la convención citada; 1o., fracción I y 79, fracción VI, de la Ley de 
Amparo, así como de los diversos criterios citados del más Alto Tribunal del País, se considera que 
cuando un Tribunal Colegiado de Circuito conozca del juicio de amparo directo promovido contra la 
resolución que condena a la parte quejosa al pago de intereses ordinarios y/o moratorios, a fin de 
proteger y garantizar sus derechos fundamentales, deberá suplir la queja deficiente en los conceptos 
de violación, cuando se advierta que, pese a la reducción efectuada por la responsable, los intereses 
aún son usurarios. No se opone a lo anterior, que en la referida contradicción de tesis 386/2014, la 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, expusiera la metodología del estudio de la 
usura y precisara que si la autoridad se pronunciaba sobre el tema y el quejoso no combatía las 
consideraciones, el concepto debía declararse inoperante; sin embargo, también destacó que dicha 
calificativa se daría siempre y cuando no se actualice algún supuesto de suplencia de la queja 
deficiente, lo cual, sucede cuando un órgano colegiado advierte la vulneración de derechos 
fundamentales (interés usurario) y, por ende, se estima aplicable dicha institución. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL QUINTO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021716  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de febrero de 2020 10:30 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: V.3o.C.T.18 C (10a.)  
 
USURA. CUANDO SE TRATE DE TÍTULOS DE CRÉDITO, LA TASA EFECTIVA PROMEDIO 
PONDERADA (TEPP) PARA CLIENTES NO TOTALEROS, REGULADA POR EL BANCO DE 
MÉXICO, ES UN REFERENTE MÁS IDÓNEO QUE EL COSTO ANUAL TOTAL (CAT) PARA 
IDENTIFICARLA. 
 
De los artículos 1, 3, fracción VI y 4, penúltimo párrafo, de la Ley para la Transparencia y Ordenamiento de 
los Servicios Financieros, se deduce que el costo anual total alude a una medida estandarizada del costo 
de financiamiento, expresado en términos porcentuales anuales que, para fines informativos y de 
comparación, no incorpora únicamente los intereses, sino la totalidad de los costos y gastos inherentes a 
los créditos que otorgan las instituciones, según la Circular 21/2009, Disposiciones de carácter general que 
establecen la metodología de cálculo, fórmula, componentes y supuestos del costo anual total (CAT), 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 4 de septiembre de 2009, incluyendo sus modificaciones. 
Por otro lado, en el derecho comparado encontramos que, por ejemplo, en Ecuador impera una Tasa 
Máxima Efectiva del treinta por ciento (30%); mientras que en Turquía, país miembro de la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), con un producto interno bruto per cápita similar a 
Chile, en dos mil quince se fijó una tasa máxima del trece punto cinco por ciento (13.5%) anual; en tanto 
que en Chile durante el mes de agosto de dos mil diecinueve, las tasas de interés de los créditos de 
consumo disminuyeron del veinte punto cinco por ciento (20.5%) al diecinueve punto ocho por ciento 
(19.8%) anual, y a nivel internacional, generalmente, la tasa no excede del cuarenta por ciento (40%) anual. 
De ese modo, se estima que, por regla general y tratándose de préstamos como el que nos ocupa, no es el 
costo anual total más alto, sino la tasa efectiva promedio ponderada el instrumento financiero más cercano 
a los estándares internacionales implementados para limitar y expulsar del sistema financiero el lacerante 
fenómeno de la usura. Con ello se fomenta el derecho humano de acceso al crédito, con lo cual se cumple 
también con el objetivo de proteger el derecho fundamental atinente a la no explotación del hombre por el 
hombre. Lo anterior no se opone a lo establecido en la jurisprudencia 1a./J. 57/2016 (10a.), de la Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de título y subtítulo: "USURA. EN LA EVALUACIÓN DE 
LO NOTORIAMENTE EXCESIVO DE LOS INTERESES ESTIPULADOS, EL COSTO ANUAL TOTAL (CAT) 
QUE REPORTE EL VALOR MÁS ALTO RESPECTO A OPERACIONES SIMILARES, ES UN REFERENTE 
FINANCIERO ADECUADO PARA SU ANÁLISIS, CUANDO EL DOCUMENTO BASE DE LA ACCIÓN ES 
UN TÍTULO DE CRÉDITO.", ya que en la ejecutoria que dio origen a dicho criterio jurisprudencial, se facultó 
al juzgador para considerar los diferentes parámetros financieros que proporciona el Banco de México, en 
los índices respectivos, siempre y cuando dicha determinación se encuentre justificada, como por ejemplo, 
la aplicación del costo anual total, en lugar de lograr proscribir la usura, la alienta, pues según información 
publicada por el Banco de México, en su página de Internet 
https://www.banxico.org.mx/tarjetascat/TarjetasCI%C3%A1sicas4500.pdf?t=%3C%20%=tiempo.getTime()%
20%%3E, relativa al comparativo de tarjetas clásicas con límite de crédito de hasta $4,500.00 pesos, en 
diciembre de 2018, dicho porcentaje rondaba entre el 57.2% (cincuenta y siete punto dos por ciento) y el 
177.7% (ciento setenta y siete punto siete por ciento) anual, mientras que en el mismo periodo la tasa 
efectiva promedio ponderada para clientes no totaleros osciló entre el 23.4 (veintitrés punto cuatro por 
ciento) y el 75.7% (sesenta y cinco punto siete por ciento) anual; por ende, se considera que este último 
referente es más idóneo. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL QUINTO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021715  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de febrero de 2020 10:30 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: VII.2o.T.243 L (10a.)  
 
TRABAJADORES EVENTUALES. PUEDEN GENERAR EL DERECHO AL PAGO DE HORAS 
EXTRAS, A PESAR DE QUE SU JORNADA SEMANAL NO EXCEDA DE LA LEGAL. 

 
Los trabajadores eventuales son aquellos que realizan funciones que no se encuentran incluidas 
dentro de las normales y permanentes que se efectúan para el patrón, es decir, son los que ejecutan 
labores en forma accidental, ya sea por virtud de un interinato o durante el lapso en el que se designa 
al trabajador de planta, por lo que generalmente no prestan sus servicios al patrón de manera regular, 
supuesto en el cual operan las jornadas máximas semanales previstas en la Ley Federal del Trabajo; 
en consecuencia, tratándose de este tipo de trabajadores, aun cuando su jornada semanal no exceda 
de la legal, pueden generar el derecho al pago de tiempo extraordinario, pues, en esos casos, en 
donde la prestación del servicio no es continua, ni regular, esto es, por lo menos cinco veces a la 
semana, lo que debe tomarse en consideración para establecer si el trabajador laboró o no de esa 
forma, es si el tiempo efectivo en que estuvo a disposición del patrón, por día o turno, excede o no de 
ocho horas, tratándose de jornada diurna, siete horas, en caso de jornada nocturna, así como de siete 
horas y media, para la jornada mixta, y no el tiempo en que prestó sus servicios semanalmente. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021714  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de febrero de 2020 10:30 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XXVII.2o.3 A (10a.)  
 
TRABAJADORES DEL INSTITUTO DE LA DEFENSORÍA PÚBLICA DEL PODER JUDICIAL DEL 
ESTADO DE QUINTANA ROO. LA DETERMINACIÓN DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA LOCAL 
RELATIVA A SU CAMBIO DE ADSCRIPCIÓN, NO CONSTITUYE UN ACTO DE AUTORIDAD PARA 
EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. 
 
De los artículos 34 de la Constitución Política; 1, 2, 3, 9, 10, fracción III, 11, 12, 17 y 131, fracción I, de 
la Ley de los Trabajadores al Servicio de los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, de los 
Ayuntamientos y Organismos Descentralizados, ambos del Estado de Quintana Roo, se advierte que 
la relación jurídica del Poder Judicial de esa entidad con sus trabajadores se regula por la ley laboral 
burocrática local, que fija la competencia del Tribunal de Conciliación y Arbitraje para conocer, entre 
otros conflictos, de los suscitados por el cambio de adscripción de dichos servidores públicos. 
Consecuentemente, la determinación del Consejo de la Judicatura Estatal relativa al cambio de 
adscripción de un trabajador del Instituto de la Defensoría Pública del Poder Judicial del Estado de 
Quintana Roo, no constituye un acto de autoridad para efectos de la procedencia del juicio de amparo 
indirecto, porque ese acto lo realiza como patrón, en un plano de coordinación, y no de supra a 
subordinación. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021713  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de febrero de 2020 10:30 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: VII.2o.T.239 L (10a.)  
 
TRABAJADORES DE PETRÓLEOS MEXICANOS ESPECIALIZADOS EN EQUIPOS DE 
PERFORACIÓN, DE REPARACIÓN Y TERMINACIÓN DE POZOS EN ZONAS TERRESTRES Y 
LACUSTRES. REQUISITOS PARA LA PROCEDENCIA DEL PAGO DE VIÁTICOS QUE RECLAMEN 
(INTERPRETACIÓN DE LAS CLÁUSULAS 87 Y 88 DEL CONTRATO COLECTIVO DE TRABAJO 
BIENIO 2013-2015). 

 
De la cláusula 87 del contrato colectivo de trabajo, celebrado entre Petróleos Mexicanos y el Sindicato 
de Trabajadores Petroleros de la República Mexicana, bienio 2013-2015, en relación con los apartados 
cuarto, quinto y séptimo del Acuerdo CMC/031/11, del 15 de julio de 2011, relativo a las Condiciones 
Especiales de Trabajo Personal de Equipos de Perforación y de Reparación y Terminación de Pozos 
en Zonas Terrestres y Lacustres, se advierte, en lo conducente, que tratándose de movilizaciones 
temporales y comisiones del servicio, el patrón pagará viáticos durante la permanencia del trabajador 
en el lugar de su movilización temporal o comisión y para transportación urbana. Además, prevén que 
la movilización del personal de equipos de perforación, de reparación y terminación de pozos en zonas 
terrestres y lacustres, durante la etapa de trabajo, el patrón le liquidará en efectivo la cuota de viáticos 
que establece la cláusula 87 citada. Sin embargo, las condiciones especiales referidas significan que 
sólo serán aplicables cuando por las circunstancias de localización del pozo las partes acuerden 
modificar el punto de partida existente en el centro de trabajo de adscripción del personal, a un lugar 
distinto que se encuentre a una distancia que, por las vías generales de comunicación, no sea posible 
el regreso cotidiano del trabajador al centro de labores de su adscripción. Asimismo, para esa 
movilización debe considerarse como punto de partida el centro de trabajo de adscripción del personal 
(residencia contractual), al diverso donde se desarrollan sus funciones, ello porque el pago de viáticos 
sólo es procedente en el caso de las movilizaciones temporales o permanentes y se cubre mientras 
dure la permanencia del trabajador en el lugar al cual se haya movilizado o comisionado; además, de 
acreditar esa situación en el juicio, también debe tomarse en consideración que en la cláusula 88 del 
pacto referido, se señala un parámetro de 40 kilómetros, para efectos de establecer la procedencia de 
los derechos originados por movilizaciones. Así, es necesario demostrar que por la distancia del pozo 
en el que trabajaba el actor, a su centro de adscripción, existe una distancia igual o mayor a la 
mencionada pues, de no ser así, no puede considerarse procedente el pago de la aludida prestación 
contractual. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021712  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de febrero de 2020 10:30 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: VII.2o.T.255 L (10a.)  
 
TRABAJADORES DE LA INDUSTRIA AZUCARERA. EL HECHO DE QUE GOCEN DE UNA 
PENSIÓN POR CESANTÍA EN EDAD AVANZADA A CARGO DEL INSTITUTO MEXICANO DEL 
SEGURO SOCIAL, NO HACE IMPROCEDENTE EL BENEFICIO DE LA JUBILACIÓN PREVISTA EN 
EL CONTRATO LEY QUE RIGE LAS PRESTACIONES A QUE TIENEN DERECHO, AUN CUANDO 
NO SE ENCUENTREN EN ACTIVO. 

 
De conformidad con el artículo 71o. Bis del Contrato Ley de la Industria Azucarera, Alcoholera y 
Similares de la República Mexicana, que contiene el Reglamento del Nuevo Plan de Jubilaciones de 
los Trabajadores Sindicalizados de la Industria Azucarera, se advierte de su numeral II, que las 
premisas fundamentales para el otorgamiento de la jubilación son: a) La edad; b) La antigüedad; c) La 
terminación voluntaria de la relación laboral, aparejada de una carta de renuncia para evidenciar lo 
anterior; y, d) El otorgamiento de una pensión por vejez, cesantía en edad avanzada, invalidez o 
incapacidad total permanente por riesgo de trabajo por parte del Instituto Mexicano del Seguro Social. 
En ese tenor, cuando en un juicio laboral se reclama el pago de una pensión por jubilación de cesantía 
en edad avanzada conforme al numeral señalado, es ilegal que la autoridad laboral absuelva a la 
demandada de dicha prestación, bajo el argumento de que para acceder al beneficio aludido el 
trabajador debe estar en activo por disposición de la diversa fracción IV del artículo referido; pues no 
debe perderse de vista que esta fracción no puede desvincularse del artículo 71o., fracción I, del 
propio contrato, que establece, en lo medular, que todos los trabajadores que se hubiesen jubilado con 
posterioridad al 16 de noviembre de 2000, se rigen por el primero de los preceptos citados; de manera 
que si la trabajadora obtiene una pensión por cesantía en edad avanzada por parte del Instituto 
Mexicano del Seguro Social con posterioridad a la fecha indicada, es inconcuso que opera en su favor 
el beneficio extralegal indicado, pues a la fecha en que obtuvo esta pensión se constituyó su derecho a 
obtener los beneficios ahí consignados, pues de otro modo no se explicaría que se le hubiese otorgado 
la pensión por cesantía en edad avanzada, dado que de conformidad con los artículos 154 de la Ley 
del Seguro Social vigente y 145 de la derogada, para su otorgamiento se requiere que la trabajadora 
se encuentre privada de trabajo remunerado. Sostener lo contrario, sería incongruente con la 
naturaleza misma de la pensión por cesantía en edad avanzada, en tanto que la sola separación del 
empleo implicaría que todos los trabajadores que se pensionen bajo esta modalidad por parte del ente 
de seguridad social, carezcan del derecho a obtener del patrón la diversa jubilación optativa inmersa 
en el artículo 71o. Bis, y el beneficio aludido, porque no debe perderse de vista que el hecho de que un 
trabajador de la industria azucarera goce de una pensión por cesantía en edad avanzada a cargo del 
Instituto Mexicano del Seguro Social, no hace improcedente, en sí mismo, el beneficio de la jubilación 
extralegal en estudio, pues esos reclamos prevén requisitos propios de procedencia, además de que el 
artículo I de dicho reglamento, señala que su "objetivo es otorgar un beneficio por jubilación que será 
complementario al proporcionado por el Instituto Mexicano del Seguro Social, en los casos de vejez, 
cesantía en edad avanzada, invalidez o incapacidad permanente total; bajo las condiciones y 
requisitos que se establecen en el presente reglamento"; de lo que se sigue que dichas prerrogativas 
son complementarias y no excluyentes. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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TESIS AISLADAS 
Publicadas el viernes 28 de febrero de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2021708  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de febrero de 2020 10:30 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: III.2o.C.40 K (10a.)  
 
SUSPENSIÓN DEFINITIVA. NO PUEDE CONSIDERARSE CONSUMADA LA EJECUCIÓN DEL 
ACTO RECLAMADO ATRIBUIDO A LA AUTORIDAD RESPONSABLE, SI EL TERCERO 
INTERESADO, COMO PARTICULAR, ES QUIEN LO EJECUTA EN LUGAR DE ÉSTA. 
 
El Juez de Distrito, en la interlocutoria respectiva, al decidir sobre la consumación de los actos 
reclamados en lo concerniente a la suspensión definitiva, con fundamento en el artículo 146, fracción I, 
en relación con el diverso 108, fracción IV, de la Ley de Amparo, debe resolver en congruencia con los 
términos en los cuales se propuso la demanda, sin poder considerar consumada la ejecución del acto 
reclamado, atribuido a una autoridad, si el tercero interesado, como particular, es quien lo ejecuta en 
lugar de ésta, pues de convalidar esta posibilidad, contravendría el principio de congruencia rector de 
su actuar jurisdiccional. Así, las pruebas ofrecidas por el tercero interesado para acreditar la 
materialización por su cuenta del acto reclamado, atribuido a la autoridad responsable, no evidencia su 
consumación en los términos planteados en la demanda de amparo sino, en todo caso, la realización 
de un acto por parte de un particular, distinto a lo reclamado en la demanda a una autoridad, por más 
que pudiera recaer en el mismo objeto, pues a pesar de ello la falta de ejecución por parte de la 
autoridad persistiría. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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TESIS AISLADAS 
Publicadas el viernes 28 de febrero de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021706  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de febrero de 2020 10:30 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: XXVII.2o.4 A (10a.)  
 
SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA. AL SER OBLIGACIÓN 
DE LAS SALAS REGIONALES PRONUNCIARSE RESPECTO DE SU PLENO CUMPLIMIENTO, NO 
ES FORZOSO QUE EL ACTOR INSTE LA QUEJA PREVISTA EN LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 
58 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 
 
El artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece una prerrogativa 
en favor de las personas, consistente en contar con un acceso pronto, completo e imparcial a la 
administración de justicia para la solución de sus controversias, que incluye los medios eficaces para 
la plena ejecución de lo resuelto por los tribunales, de manera que las decisiones judiciales, con fuerza 
legal, de ninguna forma queden incumplidas o se ejecuten en plazos prolongados e inciertos, sino que 
sean efectivas e integrales, desde un punto de vista material y no únicamente formal. Por su parte, el 
artículo 58 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo prevé dos mecanismos 
para lograr el pleno cumplimiento del fallo definitivo pronunciado en el juicio de nulidad: a) de oficio –
fracción I–, en el que la Sala Regional del Tribunal Federal de Justicia Administrativa tiene la facultad 
para realizar los requerimientos necesarios a la autoridad demandada y a sus superiores jerárquicos, 
así como para imponer multas e informar del desacato a la contraloría correspondiente, a fin de decidir 
si hubo incumplimiento injustificado de sus sentencias; b) a petición de parte –fracción II–, que se 
formaliza mediante una queja. En consecuencia, al ser obligación del órgano jurisdiccional 
pronunciarse respecto del pleno cumplimiento de sus sentencias, no es forzoso que el actor inste la 
queja prevista en la fracción II del artículo 58 citado. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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TESIS AISLADAS 
Publicadas el viernes 28 de febrero de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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h
tt

p
:/
/j
u
ri

s
ta

d
e
lf
u
tu

ro
.o

rg
  

h
tt

p
:/
/j
u
ri

s
ta

d
e
lf
u
tu

ro
.o

rg
  

Época: Décima Época  
Registro: 2021705  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de febrero de 2020 10:30 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: XV.1o.2 A (10a.)  
 
RECURSO DE REVISIÓN FISCAL. LA ADHESIÓN RELATIVA DEBE HACERSE ANTE EL 
TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO QUE CONOZCA DEL PRINCIPAL Y NO ANTE LA SALA 
QUE DICTÓ LA SENTENCIA RECURRIDA. 
 
De la interpretación de los artículos 104, fracción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y 63 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, en relación con las 
reglas establecidas en la Ley de Amparo para la tramitación del recurso de revisión en amparo 
indirecto, se colige que la actuación de las Salas del Tribunal Federal de Justicia Administrativa en el 
trámite del recurso de revisión fiscal es limitada y concluye con la remisión de los autos al Tribunal 
Colegiado de Circuito correspondiente, con lo que cesa su jurisdicción para intervenir en dicho medio 
de impugnación. Por tanto, la adhesión al recurso mencionado debe hacerse directamente ante el 
Tribunal Colegiado de Circuito que conozca del principal y no ante la Sala que dictó la sentencia 
recurrida, en el entendido de que su interposición ante ésta no interrumpe el plazo para su 
presentación. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO QUINTO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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TESIS AISLADAS 
Publicadas el viernes 28 de febrero de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021704  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de febrero de 2020 10:30 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: I.9o.P.268 P (10a.)  
 
PRISIÓN PREVENTIVA OFICIOSA EN EL FEMINICIDIO EN GRADO DE TENTATIVA. EL HECHO 
DE QUE ESTE DELITO NO SE ENCUENTRE DENTRO DEL CATÁLOGO DE LOS QUE AMERITAN 
DICHA MEDIDA CAUTELAR CONFORME AL ARTÍCULO 19 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL 
(EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 12 DE ABRIL DE 2019), NO IMPIDE SU IMPOSICIÓN (LEGISLACIÓN 
APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO). 

 
Si bien el delito de feminicidio en razón de la relación sentimental entre el activo y la víctima en grado 
de tentativa previsto y sancionado en el artículo 148 bis, último párrafo (vigente hasta el 1 de agosto de 
2019) en relación con el diverso 20, ambos del Código Penal para el Distrito Federal, aplicable para la 
Ciudad de México, no se encuentra dentro del catálogo de delitos que merezcan la prisión preventiva 
oficiosa en términos del artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (en su 
texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 12 de abril de 2019), lo 
cierto es que debe tomarse en consideración que el bien jurídico tutelado es la vida y aunque en el 
artículo constitucional invocado sólo se señala, entre otros, al homicidio doloso, ello no obsta para que 
el Juez pueda ordenarla, toda vez que el feminicidio es un homicidio en razón de género agravado y lo 
que se salvaguarda es la vida y salud de las mujeres; de ahí que resulte correcta la imposición de 
dicha medida cautelar, ya que por razones de género se sanciona la privación de la vida de una mujer 
con mayor severidad que si se tratara de un homicidio doloso, regulado por el artículo 123 del propio 
código. Asimismo, si bien la relación de los delitos en que debe decretarse la prisión preventiva 
oficiosa que establece el artículo 167 del Código Nacional de Procedimientos Penales, no refiere 
expresamente a los delitos que se cometan en grado de tentativa, ello es así en razón de que la 
tentativa no es un ilícito en sí mismo, al que corresponda un específico y particular tipo penal, sino un 
grado de comisión de un delito, éste sí autónomo, cuya consumación no se realiza por causas ajenas 
a la voluntad del agente. 
 
NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 
Publicadas el viernes 28 de febrero de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021703  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de febrero de 2020 10:30 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: (XI Región)1o.2 P (10a.)  
 
PRESUNCIÓN DE PÉRDIDA DE IMPARCIALIDAD EN EL SISTEMA PENAL ACUSATORIO Y 
ORAL. LA RESTRICCIÓN CONSTITUCIONAL DE CONOCIMIENTO PREVIO PUEDE 
ACTUALIZARSE EN LA SEGUNDA INSTANCIA. 
 
Del análisis sistemático de los artículos 20, apartado A, fracción IV, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, 37, fracción IX y 350 del Código Nacional de Procedimientos Penales, se 
advierte la especial protección al principio de imparcialidad en el proceso penal acusatorio y oral, pues 
disponen categóricamente que el juicio se celebrará ante un Juez que no haya conocido del caso 
previamente, es decir, que no hubiere actuado como Juez de control en el mismo procedimiento pues, 
de lo contrario, no podrá fungir como tribunal de enjuiciamiento, lo cual obedece a una presunción de 
pérdida de imparcialidad con motivo del conocimiento previo del asunto. Así, con base en el principio 
de progresividad, debe garantizarse la imparcialidad respecto de todos los operadores del sistema 
penal, incluyendo aquellos que conforman la segunda instancia. Por tanto, como la restricción 
constitucional de conocimiento previo puede actualizarse en la segunda instancia, un tribunal de 
apelación (por lo que hace a sus integrantes) no puede conocer de un recurso interpuesto en contra de 
la sentencia definitiva, cuando ya había conocido previamente de la apelación intentada contra el auto 
de vinculación a proceso, pues se estima que impera la misma razón para presumir pérdida de 
imparcialidad. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA DECIMOPRIMERA 
REGIÓN, CON RESIDENCIA EN COATZACOALCOS, VERACRUZ. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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TESIS AISLADAS 
Publicadas el viernes 28 de febrero de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021702  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de febrero de 2020 10:30 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XXXI.4 K (10a.)  
 
PRESCRIPCIÓN EN FAVOR DEL FISCO FEDERAL DE LOS BILLETES DE DEPÓSITO EXHIBIDOS 
EN EL INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DERIVADO DE UN JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. LOS 
JUZGADOS DE DISTRITO SON COMPETENTES PARA DECLARARLA UNA VEZ QUE 
TRANSCURRA EL PLAZO DE DOS AÑOS QUE PREVÉ LA LEY DEL SERVICIO DE TESORERÍA 
DE LA FEDERACIÓN. 

 
De los artículos 5o., fracción IV, 36, 37, 45, 46 y 48 del ordenamiento citado, se advierte que los 
depósitos al cuidado o a disposición del Gobierno Federal (en dinero o en valores) prescribirán en 
favor del fisco federal en dos años, contados a partir de la fecha en que legalmente pudo exigirse su 
devolución por el depositante; que la "tesorería" del Poder Judicial de la Federación es un órgano 
auxiliar de la Tesorería de la Federación, en los casos en que ejerza permanente o transitoriamente 
alguna de sus funciones, por mandato de las leyes u otras disposiciones o por autorización expresa de 
ésta; que a las autoridades judiciales federales ante quienes se constituyan garantías (entre las que se 
encuentran los Juzgados de Distrito), les corresponde calificar, aceptar, registrar, conservar en guarda 
y custodia, sustituir, cancelar y devolver las garantías que se otorguen ante ellos, y que la Tesorería de 
la Federación o sus auxiliares facultados legalmente pueden hacerlas efectivas o efectuar su 
aplicación. Por tanto, los Jueces de Distrito son competentes para declarar la prescripción en favor del 
fisco federal de los billetes de depósito exhibidos en el incidente de suspensión derivado de un juicio 
de amparo indirecto, una vez que transcurra el plazo indicado. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL TRIGÉSIMO PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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TESIS AISLADAS 
Publicadas el viernes 28 de febrero de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021701  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de febrero de 2020 10:30 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: V.2o.P.A.30 A (10a.)  
 
PARCELA EJIDAL. CUANDO EL ACTO RECLAMADO EN EL JUICIO DE AMPARO LO 
CONSTITUYE SU AFECTACIÓN POR LA CONSTRUCCIÓN DE UNA OBRA PÚBLICA, DEBE 
CONSIDERARSE UNA ACCIÓN DE NATURALEZA AGRARIA, SI AL MOMENTO DEL PERJUICIO 
EL EJIDATARIO NO HA ADQUIRIDO EL DOMINIO PLENO, SIN QUE PARA RESOLVER ESA 
CUESTIÓN, PUEDA ATENDERSE A LA FECHA DE PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA. 

 
Cuando el quejoso exhibe en el juicio de amparo un título de propiedad expedido por el Registro 
Agrario Nacional, cuyo antecedente es un acta de asamblea ejidal en la que se le autorizó para 
obtener el dominio pleno de su parcela, debe estimarse que esta última deja de ser ejidal, a partir de la 
fecha en la que se realiza la cancelación de la inscripción del certificado parcelario en el citado 
registro, toda vez que el artículo 82 de la Ley Agraria, señala que es a partir de ese acto cuando las 
tierras dejan de ser ejidales y se sujetan a las disposiciones del derecho común. En esas condiciones, 
si el acto reclamado de las autoridades responsables, es la afectación al predio propiedad del quejoso 
por la realización de una obra pública y del material probatorio ofrecido, se aprecia que aquélla 
concluyó antes de que se cancelara el certificado parcelario, por consecuencia, debe estimarse que el 
perjuicio se actualizó en el periodo que comprendió la construcción de la obra, en el que el predio 
pertenecía al ejido y su titular era sujeto de derecho agrario, ya que de acuerdo con lo sostenido por la 
Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 
67/2007-SS, para establecer la naturaleza de la acción que se ejercita y la legislación aplicable para 
resolverla, no debe atenderse al régimen jurídico al que está sujeto el predio al presentar la demanda, 
sino a aquel que lo regía al producirse el daño; razón por la cual, en suplencia de la queja deficiente 
prevista en el artículo 79, fracción IV, inciso b), párrafo segundo, de la Ley de Amparo, deba 
considerarse que el quejoso comparece al juicio de amparo en ejercicio de los derechos parcelarios 
previstos en el artículo 76 de la Ley Agraria, sin que para establecer la naturaleza de la acción y la 
legislación aplicable, deba atenderse al régimen jurídico al que está sujeto el predio al presentar la 
demanda de amparo, sino al régimen agrario que lo regía al producirse el daño, de ahí que deban 
observarse las normas de dicha materia para la resolución del juicio de amparo. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL QUINTO 
CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
tt

p
:/
/j
u
ri

s
ta

d
e
lf
u
tu

ro
.o

rg
  

h
tt

p
:/
/j
u
ri

s
ta

d
e
lf
u
tu

ro
.o

rg
  

Época: Décima Época  
Registro: 2021700  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de febrero de 2020 10:30 h  
Materia(s): (Común, Penal)  
Tesis: XVII.2o.7 P (10a.)  
 
MEDIOS DE PRUEBA EN LA ETAPA INTERMEDIA DEL SISTEMA PENAL ACUSATORIO. SI EL 
ACTO RECLAMADO LO CONSTITUYE LA RESOLUCIÓN DEL JUEZ DE CONTROL QUE ADMITE 
LOS OFRECIDOS POR EL MINISTERIO PÚBLICO, NO SE ACTUALIZA UNA CAUSA MANIFIESTA 
E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO QUE DÉ LUGAR AL 
DESECHAMIENTO DE PLANO DE LA DEMANDA. 
 

Si en el juicio de amparo indirecto el acto reclamado lo constituye la resolución del Juez de Control que 
admite los medios de prueba ofrecidos por el Ministerio Público en la etapa intermedia del sistema 
penal acusatorio, no se actualiza una causa manifiesta e indudable de improcedencia que dé lugar al 
desechamiento de plano de la demanda, pues si bien en el sistema penal acusatorio el juicio de 
amparo indirecto procede excepcionalmente contra la admisión, inadmisión, exclusión o no exclusión 
de medios de prueba ofertados en la etapa de investigación o intermedia, cuando éstos afectan un 
derecho fundamental o sustantivo de alguna de las partes, lo cierto es que para que el juzgador de 
amparo pueda determinar si las pruebas admitidas o excluidas por el Juez de Control transgreden o no 
derechos fundamentales, es necesario que admita a trámite la demanda de amparo y requiera a la 
autoridad responsable su informe justificado, así como la resolución en la que emitió esa 
determinación y las constancias en que se apoyó para esos efectos, pues sólo así podrá determinar si 
los medios de prueba ofertados por el Ministerio Público, que fueron admitidos por la responsable en la 
audiencia preliminar, transgreden o no en perjuicio del quejoso algún derecho sustantivo protegido por 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o por algún tratado internacional del que el 
Estado Mexicano sea Parte. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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TESIS AISLADAS 
Publicadas el viernes 28 de febrero de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021699  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de febrero de 2020 10:30 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: VII.2o.T.274 L (10a.)  
 
MEDIOS DE APREMIO EN EL JUICIO LABORAL BUROCRÁTICO EN EL ESTADO DE VERACRUZ. 
EL TRIBUNAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO ESTÁ 
FACULTADO PARA EMPLEARLOS DURANTE TODO EL PROCEDIMIENTO, INCLUSO EN LA 
ETAPA DE EJECUCIÓN, PARA ASEGURAR EL CUMPLIMIENTO DE SUS RESOLUCIONES. 
 

Los medios de apremio previstos en el artículo 198 de la Ley Número 364 Estatal del Servicio Civil de 
Veracruz, son herramientas para que el Tribunal de Conciliación y Arbitraje del Poder Judicial del 
Estado haga cumplir sus determinaciones, no sólo durante el juicio, sino en cualquier fase del 
procedimiento, incluida la etapa de ejecución del laudo, ya que el legislador ordinario los previó dentro 
del capítulo IV, de disposiciones generales que regulan su actuación, y en cuyo artículo 185 estableció, 
de manera general, que las disposiciones contenidas en ese capítulo rigen el trámite y resolución de 
los conflictos ordinarios individuales o colectivos de naturaleza jurídica, lo que adquiere concordancia 
con el párrafo séptimo del artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que 
autoriza a las Legislaturas Locales para proveer, en la esfera de su competencia, el establecimiento de 
los medios de apremio necesarios que permitan a los tribunales y Jueces la plena ejecución de sus 
resoluciones. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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TESIS AISLADAS 
Publicadas el viernes 28 de febrero de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021697  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de febrero de 2020 10:30 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: VII.2o.T.246 L (10a.)  
 
LAUDO. LA FALTA DE FIRMA DE ALGUNO DE LOS INTEGRANTES DE UN TRIBUNAL DE 
TRABAJO O DEL SECRETARIO QUE AUTORIZA Y DA FE, NO QUEDA SUBSANADA CON EL 
HECHO DE QUE LA ACLARACIÓN AL MISMO SÍ LA CONTENGA. 

 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 23/2005, de 
rubro: "ACLARACIÓN DE LAUDO. AL SER PARTE INTEGRANTE DE ÉSTE, ES RECLAMABLE EN 
AMPARO DIRECTO.", determinó que la aclaración del laudo no constituye una resolución aislada o 
independiente de aquél, pues su papel se encuentra delimitado por el contenido de la resolución que 
constituye su materia; sin embargo, cuando en el laudo falte la firma de cualquiera de los integrantes 
del tribunal de trabajo o del secretario que autoriza y da fe, ese hecho no queda subsanado por la 
circunstancia de que la autoridad laboral, en términos del artículo 847 de la Ley Federal del Trabajo, 
previa petición de instancia de parte, lo aclare, y que esa actuación sí cumpla con la formalidad 
prevista en los artículos 839 y 889 de la propia ley, atento a que si bien su existencia depende 
directamente de la resolución laboral, dada su naturaleza jurídica, no es apta ni suficiente para tener 
por plasmada una firma que no contiene el laudo viciado de origen. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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TESIS AISLADAS 
Publicadas el viernes 28 de febrero de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021696  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de febrero de 2020 10:30 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: I.15o.C.60 C (10a.)  
 
GESTIÓN DE NEGOCIOS. ESTA FIGURA PERMITE QUE LAS GESTIONES QUE SE REALICEN 
PARA EL PAGO DE IMPUESTOS, SE HAGAN AUN SIN EL CONSENTIMIENTO DEL 
INTERESADO, POR CORRESPONDER A UN DEBER IMPUESTO POR EL INTERÉS PÚBLICO 
(LEGISLACIÓN APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO). 
 
De una interpretación sistemática y armónica de los artículos 1896, 1902, 1903 y 1905 del Código Civil 
para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, se obtiene que cuando el que sin mandato 
y sin estar obligado a ello se encarga de un asunto del dueño del negocio, debe obrar conforme a los 
intereses de éste y el dueño debe pagar todos los gastos necesarios hechos, aun si no hubiere 
otorgado su consentimiento, si con ello se libra de un deber impuesto en interés público; lo que implica 
que en este tipo de negocios es irrelevante el consentimiento del dueño del negocio para que se 
realice la gestión y, que ésta sea válida, por lo que el gestor puede exigir la restitución de los gastos 
necesarios que erogó para atender el negocio y lo único que tiene que acreditar es que realizó los 
pagos respectivos; por tanto, si el pago del impuesto predial corresponde a una contribución obligatoria 
para el propietario del inmueble arrendado, si la arrendataria pagó el impuesto, es un acto que 
beneficia al arrendador, y puede exigir la restitución de lo erogado, sin previa comprobación de que dio 
el aviso correspondiente de la gestión y que obtuvo la ratificación, ni de que requirió al deudor fiscal 
para que el pago lo hiciera él y que éste se negó, pues el sistema legal que regula la figura jurídica de 
la gestión de negocios, permite que las gestiones que se realicen para el pago de impuestos, se hagan 
aun sin el consentimiento del interesado, por corresponder a un deber impuesto por el interés público. 
 
DÉCIMO QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Publicadas el viernes 28 de febrero de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021693  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de febrero de 2020 10:30 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: I.15o.C.63 C (10a.)  
 
CHEQUE COMO INSTRUMENTO DE PAGO. NO TIENE PODER LIBERATORIO DE LA 
OBLIGACIÓN DE PAGAR LA SUMA DE DINERO POR LA CUAL SE EXPIDIÓ. 
 

De conformidad con los artículos 176, 178 y 179 de la Ley General de Títulos y Operaciones de 
Crédito, el cheque es el documento que contiene una orden incondicional de pago, por una persona 
llamada librador a una institución de crédito denominada librado, de pagar a la vista o a un tercero 
llamado beneficiario o al portador una cantidad de dinero. De esta manera, si bien el documento de 
mérito constituye un instrumento de pago a la orden de una institución de crédito, siempre que en ésta 
tenga depositados el librador fondos de que pueda disponer, acorde con lo dispuesto por el artículo 7o. 
de la ley invocada, lo cierto es que los títulos de crédito dados en pago, se presumen recibidos bajo la 
condición "salvo buen cobro" lo que implica que no tiene poder liberatorio de la obligación de pagar la 
suma de dinero por la cual se expidió. En consecuencia, la actora, en su calidad de beneficiaria, tiene 
la carga de demostrar con los medios de prueba aportados en el juicio de origen que lo presentó para 
su cobro ante la institución bancaria correspondiente, así como que la falta de su pago fue por causas 
imputables al librador. 
 
DÉCIMO QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021692  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de febrero de 2020 10:30 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.15o.C.10 K (10a.)  
 
COPIAS. LAS EXPEDIDAS POR LOS ENTES ESTATALES, QUE SEAN NECESARIAS PARA LA 
SUSTANCIACIÓN DEL JUICIO DE AMPARO, DEBEN SER GRATUITAS. 

 
De la interpretación del artículo 3o. de la Ley de Amparo se colige que el legislador ha querido eliminar 
un obstáculo económico para hacer efectivo el amparo, erradicando la posibilidad de que se cobre 
contribución alguna por concepto de la expedición de las copias necesarias para la sustanciación del 
medio de control, con el propósito de evitar que quienes acudan a él y no cuenten con recursos 
económicos suficientes para sufragarlas, no vean truncada esa posibilidad de defensa de sus 
prerrogativas fundamentales. Por ello, en el amparo no sólo están prohibidas las contribuciones de 
naturaleza fiscal, sino también el cobro de costas, incluyendo el de las copias que se expiden por los 
entes estatales, que son necesarias para la sustanciación del juicio de amparo, por lo que éstas deben 
ser gratuitas. 
 
DÉCIMO QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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TESIS AISLADAS 
Publicadas el viernes 28 de febrero de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021691  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de febrero de 2020 10:30 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: VII.2o.T.264 L (10a.)  
 
CONFLICTO COMPETENCIAL ENTRE JUNTAS ESPECIALES FEDERALES. DEBE DIRIMIRLO EL 
PRESIDENTE DE LA JUNTA FEDERAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE, POR LO QUE SU 
PLANTEAMIENTO ANTE UN TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO ES IMPROCEDENTE. 

 
El artículo 705 de la Ley Federal del Trabajo establece: "Las competencias se decidirán: I. Por el 
presidente de la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje, cuando se trate de las Juntas Especiales de 
la misma, entre sí; II. Por el presidente de la Junta Local de Conciliación y Arbitraje, cuando se trate de 
Juntas Especiales de la misma entidad federativa; y III. Por las instancias correspondientes del Poder 
Judicial de la Federación, cuando se suscite entre: a) Juntas Locales o Federales de Conciliación y 
Arbitraje y el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje. b) Juntas Locales y Juntas Federales de 
Conciliación y Arbitraje. c) Juntas Locales de Conciliación y Arbitraje de diversas entidades federativas. 
d) Juntas Locales o Federal de Conciliación y Arbitraje y otro órgano jurisdiccional.". De ahí que, 
tratándose de conflictos competenciales entre Juntas Especiales Federales de Conciliación y Arbitraje, 
es clara la regla (fracción I) en cuanto a que es el presidente de la Junta Federal de Conciliación y 
Arbitraje con sede en la Ciudad de México, el competente para dirimirlos, en tanto que respecto de 
autoridades jurisdiccionales de distinto fuero, materia o entidad federativa, los asuntos se resuelven 
por los órganos del Poder Judicial de la Federación, en específico, por los Tribunales Colegiados de 
Circuito, en competencia delegada, con apoyo en el Acuerdo General Número 5/2013, de trece de 
mayo de dos mil trece del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, relativo a la 
determinación de los asuntos que el Pleno conservará para su resolución, y el envío de los de su 
competencia originaria a las Salas y a los Tribunales Colegiados de Circuito, punto cuarto, párrafo 
octavo, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 21 de mayo de 2013, y en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 3, mayo de 2013, página 2173, 
con número de registro digital: 2350. Por tanto, cuando exista planteado un conflicto competencial 
entre Juntas Especiales Federales ante un Tribunal Colegiado de Circuito, al ser legalmente 
improcedente en razón de que el ente encargado de dirimirlo es el presidente de ese organismo, debe 
devolverse el expediente laboral a la Junta que planteó el conflicto ante el órgano de la Federación, 
para que proceda conforme a derecho. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021689  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de febrero de 2020 10:30 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: I.13o.C.32 C (10a.)  
 
COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS JUICIOS ORALES CUYA SUERTE PRINCIPAL SEA 
DESDE UN PESO HASTA CUATRO MILLONES DE PESOS. CORRESPONDE A LOS JUECES DE 
DISTRITO EN MATERIA MERCANTIL ESPECIALIZADOS EN JUICIOS DE CUANTÍA MENOR 
(INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 1390 TER 1 DEL CÓDIGO DE COMERCIO). 
 
La inclusión de los juicios ejecutivos orales, se llevó a cabo en virtud del Decreto publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 25 de enero de 2017, por el que se reformaron y adicionaron diversas 
disposiciones del Código de Comercio, en materia de juicios orales mercantiles, en el que se 
estableció un periodo de implementación paulatina respecto de la suerte principal que debían 
comprender aquellos juicios, por lo que, derivado de la reforma y adición al transitorio segundo del 
aludido decreto, y de su última modificación de 28 de marzo de 2018, así como de una interpretación 
teleológica e histórica del artículo 1390 Ter 1 del propio código, el fin que persigue la norma es que los 
juicios ejecutivos mercantiles se tramiten a partir del 26 de enero de 2019 en la vía oral, 
comprendiendo aquellas contiendas en las que la suerte principal ascienda a un peso y hasta 
$1'000,000.00 (un millón de pesos 00/100 moneda nacional), sin tomarse en consideración intereses y 
demás accesorios reclamados a la fecha de presentación de la demanda; y, desde el 26 de enero de 
2020 se tramitarán aquellos juicios ejecutivos mercantiles cuyo monto sea igual a un peso y hasta 
$4'000,000.00 (cuatro millones de pesos 00/100 moneda de curso legal), por lo que hace a la cuantía 
principal; consecuentemente, los Jueces de Distrito en Materia Mercantil Especializados en Juicios de 
Cuantía Menor son competentes para conocer de los juicios orales mercantiles, conforme al título 
especial Bis denominado "Del juicio ejecutivo mercantil oral", del libro quinto del Código de Comercio, 
cuya suerte principal sea desde un peso hasta un millón de pesos, aumentando el límite superior hasta 
llegar a cuatro millones de pesos. 
 
DÉCIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021688  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de febrero de 2020 10:30 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: (XI Región)1o.5 P (10a.)  
 
ASESORÍA JURÍDICA PROFESIONAL A MENORES DE EDAD VÍCTIMAS DE DELITO. DEBE 
GARANTIZARSE ESTE DERECHO HUMANO EN TODOS LOS ASUNTOS EN DONDE 
INTERVENGAN, AUN CUANDO EXISTA LA NEGATIVA DE SU REPRESENTANTE LEGAL A SU 
DESIGNACIÓN. 
 
De los artículos 20, apartado C, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, 17, 105 y 110 del Código Nacional de Procedimientos Penales, deriva que la asesoría 
jurídica es un derecho humano de la víctima u ofendido del delito reconocido constitucionalmente y 
trasladado al nuevo sistema de justicia penal acusatorio, por virtud del cual se busca que el acusado y 
la víctima se encuentren en igualdad de condiciones –defensor y asesor– al momento de enfrentar el 
proceso penal oral. El asesor jurídico deberá ser licenciado en derecho o abogado titulado, y la víctima 
puede nombrarlo en cualquier etapa del procedimiento, de manera que si no tiene la oportunidad de 
contar con uno particular, el órgano jurisdiccional que conoce del asunto deberá designarle uno de 
oficio, el cual tendrá la calidad de parte dentro del proceso. En este contexto, si bien dicha asesoría 
jurídica, como parte del derecho a la tutela judicial efectiva de la víctima u ofendido debe garantizarse 
en todo proceso penal acusatorio y oral, lo cierto es que tratándose de juicios en los que estén 
involucradas víctimas que constituyan un grupo vulnerable, como son los niños, niñas o adolescentes, 
ello debe verificarse con mayor escrutinio por la autoridad judicial a fin de establecer si la 
representación de los derechos de este grupo es adecuada o no. Lo anterior se obtiene de una 
interpretación sistemática y conforme de los artículos 4o., párrafo noveno, constitucional, el cual 
instituye el concepto de interés superior del niño, relacionado con el diverso 19 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos que señala que todo niño tiene derecho a las medidas de 
protección que su condición de menor requieren por parte de su familia, de la sociedad y el Estado, y 
concatenados con los artículos 3 y 12 de la Convención sobre los Derechos del Niño que establecen el 
derecho fundamental del menor de ser escuchado y de manifestarse libremente en todo procedimiento 
judicial o administrativo que le afecte, ya sea directamente o por medio de un representante u órgano 
apropiado y la obligación de los tribunales de atender el interés superior del niño en todas las 
resoluciones que emitan. Bajo esas condiciones, si la representante legal del menor víctima del delito 
expresó su negativa de contar con un profesionista para que funja como asesor jurídico, resulta 
inconcuso que el tribunal de enjuiciamiento, no obstante la renuncia a este derecho, debió designarle 
uno de oficio; lo anterior aunado a que pasó por alto que derivado de que la representante del menor 
(madre) fue ofrecida como testigo por el Ministerio Público y la defensa, debió prever su 
incomparecencia al desarrollo de las audiencias, lo que pone en evidencia que la infante no contó con 
representación por parte de su madre, ni tampoco con la asistencia de un asesor jurídico; 
consecuentemente, al no privilegiar la defensa de los derechos del menor de edad, víctima del delito 
por encima de la negativa de su progenitora, se violaron en perjuicio de aquél las reglas que rigen el 
procedimiento penal en términos del artículo 173, fracción XVII, de la Ley de Amparo, lo que origina la 
reposición del procedimiento en este aspecto. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA DECIMOPRIMERA 
REGIÓN, CON RESIDENCIA EN COATZACOALCOS, VERACRUZ. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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TESIS AISLADAS 
Publicadas el viernes 28 de febrero de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
tt

p
:/
/j
u
ri

s
ta

d
e
lf
u
tu

ro
.o

rg
  

h
tt

p
:/
/j
u
ri

s
ta

d
e
lf
u
tu

ro
.o

rg
  

Época: Décima Época  
Registro: 2021687  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 28 de febrero de 2020 10:30 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: VII.2o.T.256 L (10a.)  
 
ANALISTA POLÍTICO DE LA SECRETARÍA DE GOBIERNO DEL ESTADO DE VERACRUZ. SI 
SÓLO DESARROLLA LAS FUNCIONES PREVISTAS EN EL MANUAL ESPECÍFICO DE 
ORGANIZACIÓN DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE POLÍTICA REGIONAL, NO TIENE EL 
CARÁCTER DE TRABAJADOR DE CONFIANZA. 
 
El artículo 7o., fracción III, de la Ley Número 364 Estatal del Servicio Civil de Veracruz, establece qué 
servidores públicos deben considerarse como trabajadores de confianza de acuerdo con las funciones 
que realizan; por tanto, aun cuando en el organigrama o el catálogo de puestos correspondientes se 
establezca que un cargo es de confianza, es necesario verificar la naturaleza de las actividades que en 
realidad desarrolló el trabajador, ya que esa calidad o la de base no derivan de la denominación que 
se dé al puesto, sino de las funciones desempeñadas por el servidor público. En esa tesitura, si el 
analista político de la Secretaría de Gobierno del Estado de Veracruz sólo desarrolla las actividades 
expresamente previstas en el Manual Específico de Organización de la Dirección General de Política 
Regional, consistentes en: analizar información de organizaciones, apoyar a canalizar demandas, 
elaborar reportes, registrar e informar de diversos eventos, apoyar en la realización de reuniones de 
trabajo, cubrir e informar de las ruedas de prensa, coadyuvar en la gestión de diversas peticiones, 
concentrar información, coadyuvar en la mediación de conflictos, elaborar registros y análisis de los 
actores y escenarios políticos, acudir cuando se le indique a atender algún conflicto, elaborar 
documentos de investigación, analizar información, mantener actualizada la agenda de riesgos y 
realizar aquellas actividades que se le confieran y que coadyuven en el desempeño de sus funciones; 
no puede considerarse como trabajador de confianza, dado que esas funciones no se equiparan a las 
previstas en la fracción III del numeral 7o. citado. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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ACCIONES DE INVESTIGACIÓN DE PATERNIDAD O DE RECONOCIMIENTO DE HIJO O DE 
FILIACIÓN Y LA DENUNCIA DE LA SUCESIÓN CON LA PRETENSIÓN DE QUE SE LE DECLARE 
HEREDERO EN UN JUICIO SUCESORIO INTESTAMENTARIO. NO PUEDEN ACUMULARSE EN 
UNA SOLA DEMANDA, AL DEPENDER LA SEGUNDA DE LA PRIMERA, CONFORME AL 
ARTÍCULO 31 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL, 
APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO. 
 
El artículo 778 del código citado, establece cuáles juicios pueden acumularse a los procedimientos 
testamentarios y a los intestados. De sus fracciones, se colige que no cualquier juicio promovido por 
cualquier vía en contra del autor de la sucesión debe acumularse al juicio sucesorio. El ejercicio de las 
acciones investigatorias de paternidad va encaminado a indagar los orígenes genéticos, como una vertiente 
tutelada del derecho a la identidad y si en un procedimiento de esa naturaleza se acredita la filiación entre 
la menor de edad y la persona a la que se le atribuye la paternidad, tendrá la consecuencia de que se dicte 
una sentencia en la que se declare la existencia de la filiación entre las partes y que se reconozcan los 
derechos de aquélla que surjan del reconocimiento de ese vínculo, como el derecho a la salud, los relativos 
a los alimentos, la convivencia y, en su caso, con la calidad de hijo, tener derecho a la herencia, si es que 
no hay testamento que lo excluya, o bien, en la sucesión intestamentaria tener constituida su calidad de 
heredero y ejercer la acción de petición de herencia o, en su caso, denunciar el juicio sucesorio o que se le 
reconozca el derecho a los alimentos, etcétera. Por su parte, el juicio sucesorio tiene por objeto que se 
reconozcan los derechos hereditarios de las personas que hayan tenido parentesco con el autor de la 
sucesión, según el grado de éste, para que así se pueda dictar una sentencia en la que se haga la partición 
de los bienes del de cujus, en la proporción que el derecho previamente reconocido les otorgue. En ese 
contexto, es cierto que existe un nexo entre la pretensión de investigación de la filiación de la menor de 
edad y el juicio sucesorio de la persona a quien se le atribuye la paternidad; sin embargo, para que la niña 
pueda comparecer al juicio sucesorio y reclamar su derecho a heredar, debe contar con el documento que 
la legitime para acudir a ese procedimiento, el cual, en el caso, sería la sentencia favorable que obtuviera 
en el procedimiento de investigación de la paternidad. Por tanto, la acción de investigación de paternidad o 
de reconocimiento de hijo o de filiación, y la denuncia de la sucesión con la pretensión de que se le declare 
heredera en el juicio sucesorio intestamentario, implica acumular acciones en las que la segunda depende 
de la primera, y conforme al artículo 31 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, 
aplicable para la Ciudad de México, no pueden acumularse en una sola demanda. 
 
DÉCIMO QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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ACCIÓN DE SANEAMIENTO POR VICIOS OCULTOS. TRATÁNDOSE DE INSTRUMENTOS 
PELIGROSOS, LA AUTORIDAD JURISDICCIONAL TIENE OBLIGACIÓN DE TUTELAR LA 
SEGURIDAD DE LOS USUARIOS Y DE LOS VECINOS (LEGISLACIÓN APLICABLE PARA LA 
CIUDAD DE MÉXICO). 
 

Tomando en cuenta que acorde con el artículo 1913 del Código Civil para el Distrito Federal, aplicable 
para la Ciudad de México, un instrumento puede ser peligroso por la velocidad que desarrolla, por su 
naturaleza explosiva o inflamable, por la energía de la corriente eléctrica que conduzcan o por otras 
causas análogas, como puede ser el peso que soporta y el lugar en el que se encuentra ubicado, en la 
acción de saneamiento por vicios ocultos la autoridad jurisdiccional debe tutelar la seguridad de los 
usuarios y de los vecinos y, por tanto, procurar la mejor solución del problema que garantice su 
seguridad, como puede ser el reemplazo del sistema por otro de cualquier tipo, pero que se encuentre 
certificado por una causa legalmente establecida especializada en el instrumento peligroso, que 
garantice la seguridad e instalación adecuada de los equipos. 
 
DÉCIMO QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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ACCIÓN DE SANEAMIENTO POR VICIOS OCULTOS. PUEDE TENER COMO PRETENSIÓN QUE 
EL ENAJENANTE RESPONDA POR EL COSTO DE LA REPARACIÓN DE AQUÉLLOS 
(LEGISLACIÓN APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO). 

 
La acción de saneamiento por vicios ocultos está regulada en los artículos 2142 y 2143 del Código 
Civil para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, y el sentido literal de ambos 
preceptos, analizados en forma armónica, permite establecer que en los contratos conmutativos, como 
en la compraventa, el enajenante está obligado al saneamiento por los defectos ocultos de la cosa 
enajenada en dos supuestos: 1. Cuando esos defectos la hagan impropia para los usos a que se le 
destina; y, 2. Cuando los defectos disminuyan de tal modo el uso, que de haberlo conocido el 
adquirente no hubiera hecho la adquisición o habría dado menor precio por la cosa. Entonces, la 
procedencia de la acción de saneamiento tiene los siguientes elementos: a) Que se demuestre el 
defecto; b) Que el defecto sea oculto y desconocido por el adquirente, así como anterior a la 
adquisición; y, c) Que el defecto haga impropio el uso que se le destinó a la cosa. En el juicio deben 
estar acreditados esos elementos de los vicios de la cosa para obligar al enajenante a responder por 
esos vicios ocultos. Ahora bien, de acuerdo con los artículos 2144 y 2146 del ordenamiento citado, la 
aparición de vicios ocultos en el bien enajenado faculta al adquirente para ejercer, alternativamente, 
alguna de las siguientes acciones: i. La redhibitoria, mediante la cual se exige la rescisión del contrato 
y el pago de los gastos erogados por el adquirente con motivo de su celebración; ii. La estimatoria, por 
medio de la cual se reclama la reducción del precio en una cantidad proporcional a los vicios, a juicio 
de peritos; y, iii. Por la naturaleza del defecto oculto y de la obligación del enajenante de indemnizar, 
que surge de un contrato conmutativo, como en la compraventa, existe una tercera acción, que es 
acorde con las obligaciones pactadas en ese tipo de contratos; esa obligación o prestación prestae, 
corresponde a toda especie de ventaja que el deudor debía procurar al acreedor. De modo que el 
adquirente que ha recibido una cosa que presenta defectos ocultos, pero que no intenta rescindir el 
contrato por ser su deseo conservar su propiedad, ni pretende la disminución del precio, tiene a su 
favor la potestad de exigir a su enajenante la reparación de los defectos ocultos de la cosa enajenada, 
a efecto de procurar su uso. Entonces, la acción de saneamiento también puede tener como 
pretensión que el enajenante responda por el costo de la reparación de los defectos ocultos. 
 
DÉCIMO QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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ACCIÓN DE PAGO FUNDADA EN LA RESTITUCIÓN DE LOS GASTOS EROGADOS POR UNA 
GESTIÓN DE NEGOCIOS. SU REQUERIMIENTO PUEDE HACERSE POR MEDIO DEL 
EMPLAZAMIENTO A JUICIO O POR LA NOTIFICACIÓN AL DEMANDADO EN LA 
RECONVENCIÓN DEL AUTO QUE ADMITIÓ ÉSTA (LEGISLACIÓN APLICABLE PARA LA CIUDAD 
DE MÉXICO). 
 

La gestión de negocios es una figura jurídica que por su naturaleza puede ser unilateral, pues para que 
se practique no es necesario el consentimiento de ambas partes, sino que basta la voluntad del gestor 
para realizar a nombre del dueño del negocio, una gestión que le pueda traer a éste un beneficio y, 
con esto, el gestor puede reclamar a aquél la restitución de los gastos en que hubiera incurrido por la 
gestión. Así, la acción de pago fundada en la restitución de los gastos erogados en una gestión de 
negocios, no se basa en la mora del dueño del negocio en el cumplimiento de su obligación, sino 
únicamente en que el gestor realizó a su favor una gestión de negocios respecto de la cual tuvo un 
beneficio y, por ende, reclama la restitución de los gastos erogados por ésta. Por tanto, debe tomarse 
en cuenta que el pago de la gestión de un negocio tiene su fundamento en el beneficio que el dueño 
ya recibió por dicha gestión, por lo que basta que éste se haya realizado en favor del dueño, para que 
el gestor tenga derecho a reclamar el pago de los gastos erogados por su gestión y que previo 
requerimiento al dueño no hayan sido cubiertos. Consecuentemente, este requerimiento puede 
hacerse por medio del emplazamiento a juicio o por la notificación al demandado en la reconvención 
del auto que admitió la acción reconvencional, en términos del artículo 259, fracción IV, del Código de 
Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, que dispone que el 
emplazamiento produce los efectos de una interpelación judicial. 
 
DÉCIMO QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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ACCESO AL CRÉDITO FINANCIERO. CONSTITUYE UN DERECHO HUMANO, POR LO QUE EL 
ESTADO MEXICANO DEBE GARANTIZAR LAS CONDICIONES MÍNIMAS PARA OBTENERLO. 

 
El artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que todas las 
autoridades del país, en el ámbito de sus competencias, están obligadas a proteger, garantizar, 
promover y respetar los derechos humanos de conformidad, entre otros, con el principio de 
progresividad. Por su parte, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la 
jurisprudencia 2a./J. 35/2019 (10a.), de título y subtítulo: "PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD DE LOS 
DERECHOS HUMANOS. SU NATURALEZA Y FUNCIÓN EN EL ESTADO MEXICANO.", sostuvo que 
el principio de progresividad de los derechos humanos se relaciona no sólo con la prohibición de 
regresividad del disfrute de los derechos fundamentales, sino también con la obligación positiva de 
promoverlos de manera progresiva y gradual, pues como lo señaló el Constituyente Permanente, el 
Estado Mexicano tiene el mandato constitucional de realizar todos los cambios y transformaciones 
necesarias en la estructura económica, social, política y cultural del país, de manera que se garantice 
que todas las personas puedan disfrutar de sus derechos humanos. Luego, es oportuno destacar que 
las Naciones Unidas y el Banco Mundial informan que alrededor de dos mil quinientos millones de 
personas no utilizan servicios financieros formales y que el setenta y cinco por ciento de los pobres no 
tienen cuenta bancaria. Y es por ello que la inclusión financiera es la clave para reducir la pobreza e 
impulsar la prosperidad; por lo que ambas instancias han promovido de manera constante el acceso al 
crédito (UN Department of Public Information, 2004; The World Bank, 2017) e, incluso, expertos lo han 
llegado a catalogar como un "derecho humano", toda vez que evita que la población económicamente 
más vulnerable y sin acceso al crédito, por falta de garantías, caiga en manos de los agiotistas que 
operan en la informalidad y sin control gubernamental alguno, es decir, de prestamistas que cobran 
intereses altísimos (usureros). En efecto, el Banco Mundial ha establecido que la inclusión financiera 
significa, para personas físicas y empresas, tener acceso a productos financieros útiles y asequibles 
que satisfagan sus necesidades –transacciones, pagos, ahorros, crédito y seguro– prestados de 
manera responsable y sostenible. Así, poder tener acceso a una cuenta de transacciones es un primer 
paso hacia una inclusión financiera más amplia, ya que permite a las personas guardar dinero, enviar y 
recibir pagos; además, éste también puede servir como puerta para obtener otros servicios financieros. 
Por ello, garantizar que las personas puedan tener acceso a una cuenta de transacciones es el centro 
de atención de la Iniciativa de Acceso Universal a Servicios Financieros para 2020 (UFA2020) del 
Grupo Banco Mundial. En ese orden de ideas, se considera que el acceso a servicios financieros 
facilita la vida cotidiana y ayuda a las familias y a las empresas a planificar, desde los objetivos a largo 
plazo hasta las emergencias imprevistas. Es más probable que, en calidad de titulares de cuentas, las 
personas usen otros servicios financieros, como créditos y seguros, para iniciar y ampliar negocios, 
invertir en educación o salud, gestionar riesgos y sortear crisis financieras, todo lo cual puede mejorar 
su calidad general de vida. Por tanto, de acuerdo con el artículo 1o. constitucional, que tutela el 
principio de progresividad, el Estado Mexicano debe garantizar las condiciones mínimas para que los 
particulares tengan acceso al crédito financiero, al constituirse como un derecho humano. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL QUINTO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de febrero de 2020 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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